










Los límites al derecho a la libertad de expresión en redes sociales:  
perspectiva desde la visión de la Corte Constitucional colombiana1 
 
Limits to the right to freedom of expression in social networks: 
perspective from the perspective of the Colombian Constitutional Court. 
 
Sebastián Camilo Sarmiento Aguilera  




La utilización masiva del internet y de las redes sociales en la época actual es un tema interesante 
que representa una serie de desafíos para los Estados. Uno de ellos tiene que ver específicamente 
con que se puede generar una vulneración de derechos individuales cuando se difunde algún tipo 
de crítica, cuestionamiento, opinión o información que pueda llegar a afectar los derechos 
fundamentales a la intimidad, la honra y el buen nombre. En esta medida resulta pertinente y 
relevante realizar un análisis de la jurisprudencia de la Corte Constitucional haciendo énfasis en la 
importancia que tiene la calidad de los sujetos sobre los cuales se difunde la información para 
determinar los límites al derecho a la libertad de expresión y su umbral de protección. 
  
Palabras clave: Colombia, Corte Constitucional, Gobierno, Derechos, Redes sociales, Libertad de 
expresión, Buen Nombre, Honra.   
 
Abstract 
The massive use of the internet and of social networks currently is an interesting topic that 
represents a series of challenges for the States. One of them must do specifically with the violation 
of individual rights that can be generated when some kind of criticism, questioning, opinion or 
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information is disseminated that may affect the fundamental rights to privacy, honor and good 
name. To that extent it is pertinent and relevant to carry out an analysis of the caselaw of the 
Constitutional Court on the subject, emphasizing the importance of the quality of the subjects about 
whom the information is disseminated, to determine the limits of the right to freedom of expression 
and its protection threshold. 
 
Keywords: Colombia, Constitutional Court, Government, Rights, Social nets, Freedom of 
expression, Good Name, Honor. 
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Introducción 
La libertad de expresión es un derecho reconocido como un derecho innato al ser humano. Fue 
consagrado en el Artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y hace referencia 
a la posibilidad que tienen todos los individuos de expresar de manera libre sus opiniones. Además, 
el alcance de este derecho se extiende también al de no ser del Estado a causa de sus opiniones, así 
como a poder investigar, difundir y recibir información (Arboleda & Aristizábal, 2018, p.379).  
La Convención Americana de Derechos Humanos hace referencia en su Artículo 13 al derecho a 
la libertad de expresión, e indica que éste se compone de la libertad de pensamiento, y de la libertad 
de informar o compartir información sin censura alguna por parte del Estado, sus instituciones o 
los particulares.  
Este derecho también está protegido por la Carta de Derechos de la Constitución Política 
colombiana de 1991, que en su artículo 20 consagra el derecho a la libertad de expresión. No 





no es absoluto, y se han impuesto una serie de limitaciones que serán abordadas a lo largo del 
presente artículo de investigación. 
Lo anterior resulta relevante en la medida en que con la innovación y evolución de las tecnologías 
de la información y la masificación de la utilización de internet se han generado una serie de 
conflictos entre el derecho a la intimidad, el buen nombre y la honra, y por otra parte el derecho a 
la libertad de expresión (Castellanos, 2014, p.72). 
Así entonces, y con el fin de realizar el análisis propuesto, se ha fijado como pregunta de 
investigación la siguiente: ¿Cuáles son los límites que tiene la libertad de expresión en redes 
sociales desde la perspectiva de la Corte Constitucional en el caso de opiniones o cuestionamientos 
sobre servidores públicos? 
 
Metodología 
La metodología utilizada para el desarrollo de la presente reflexión es de tipo documental 
descriptivo desarrollado a partir de la técnica doctrinal y jurisprudencial hermenéutica (Agudelo, 
2018, p.29). De esta manera se realiza una interpretación argumentativa de las fuentes consultadas, 
lo que permite arrojar una serie de conclusiones y recomendaciones para la pregunta de 
investigación formulada. 
 
1. Análisis de la jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre el derecho a la 
libertad de expresión. 
 
El Estado Social de Derecho, además de considerar la dignidad humana como criterio esencial del 
Estado, protege los derechos fundamentales. La esencia del Estado Social de Derecho es la garantía 
de las libertades y derechos de los asociados y la limitación del poder público. Entre ellos se ha 
mencionado el derecho a la libertad de expresión, el cual busca proteger la esfera individual de la 







Es oportuno señalar la importancia de las transformaciones en la organización estatal que se han 
presentado con el pasar del tiempo y han generado una evolución de la concepción de la forma, los 
fines y el funcionamiento del Estado.  
Colombia no fue ajena a dicha evolución, siendo notorio los avances en materia de derechos y 
garantías que se dieron en otros países fueron la antesala de la Constitución de 1991, que consagra 
las obligaciones que tiene el Estado respecto de la garantía de los derechos de los habitantes del 
territorio en general (Arévalo, 2015). En esta medida el Constituyente de 1991 buscó adoptar una 
nueva carta política que reflejara la importancia del ser humano en el ordenamiento jurídico y 
fomentar el ejercicio de sus derechos fundamentales y colectivos. 
 
De esta manera, el Constituyente colombiano buscó dar respuesta a una crisis política y social que 
venía enfrentando el Estado. Dicha reforma representa un cambio notorio respecto del 
reconocimiento del ser humano como esencia de la organización estatal y la búsqueda de un orden 
social justo (Villar, 2007, p.92). 
Dentro de ese catálogo de derechos se considera la libertad de expresión como un derecho 
fundamental que tiene una relación directa con el desarrollo del ser humano. Respecto de este 
derecho la Corte Constitucional ha señalado la importancia del artículo 20 de la Constitución que 
hace referencia al derecho a la libertad de expresión y sus componentes, evidenciando que es 
necesario contemplar la como el derecho a la libre expresión aquel que permite a todos los 
individuos expresar su opinión de manera libre y sin restricción. Así mismo, dentro de este derecho 
se menciona la libertad de información, que consiste en el derecho a recibir información de diversas 
fuentes sin que exista censura por el contenido de dicha información (Corte Constitucional (26 de 
junio de 2018), Sentencia T- 243 de 2018 [M.P Diana Fajardo Rivera]). 
En otras palabras, esta corporación señaló en la providencia anterior que poder expresar libremente 
las opiniones sobre un tema determinado es un derecho esencial en un Estado Social de Derecho, 
teniendo en cuenta que dicho derecho es esencialmente una protección de la libertad del ser 
humano. Así entonces, la libertad de expresión garantiza que cualquier individuo pueda expresar 
libremente sus opiniones sin que por esto sea objeto de retaliaciones o discriminación, y ello se 





La Corte Constitucional colombiana también ha fijado el alcance del derecho a la libertad de 
expresión advirtiendo que la comunidad en general debe gozar de una libertad plena que le permita 
exponer sus percepciones, divulgar sus opiniones, generar contenido, siempre y cuando con ello 
no se vulneren derechos fundamentales de otros individuos. Con lo anterior se busca que no se 
censuren las opiniones de ciertos temas, ni que se tomen represalias por divulgarlas, sin importar 
el tema al cual se esté haciendo referencia (Corte Constitucional, (12 de noviembre de 1998) 
Sentencia SU-667 de 1998, [M.P. Jose Gregorio Hernandez Galindo).  
 
Si bien la Corte Constitucional ha recalcado la importancia del derecho a la libertad de expresión 
y libertad de información, también ha señalado a través de su jurisprudencia que este derecho tiene 
unas limitaciones. Estas se fijan precisamente teniendo en cuenta los derechos de los demás 
individuos para así garantizar la convivencia pacífica en la sociedad (Fajardo, 2006, p.24). Por 
ejemplo, en la sentencia T-391 de 2007 advierte esta corporación que, si bien el derecho a la libertad 
de expresión debe tener una protección preferente, esto no significa que dicho derecho se debe 
considerar como absoluto.  
La libertad de expresión tiene límites en su ejercicio porque los derechos de los demás individuos 
pueden ser lesionados por su ejercicio irresponsable. Las opiniones que se difundan sobre una 
persona pueden resultar lesivas y afectar sus derechos fundamentales.  
Con lo anterior no se busca privilegiar una categoría de derechos sobre otra, sino que exista un 
equilibrio que permita garantizar tanto la libertad de expresión e información como los derechos a 
la honra y al buen nombre (Rojas & García, 2018, p.71). Es por esta razón que se ha aceptado que 
existen una serie de limitaciones al ejercicio del derecho a la libertad de expresión que son 
constitucional y legalmente reconocidas. 
En este sentido, como lo advierte Correa (2007, p.92), existen ciertos derechos que, aunque tengan 
la categoría de fundamentales, no pueden considerarse como absolutos. Esto se debe a la afectación 
que su ejercicio se puede causar a otros derechos. En este orden de ideas la Corte Constitucional 
ha señalado lo siguiente:  
 
La libertad de expresión no se puede convertir en vehículo para atropellar los valores y 





ponderación de bienes, la libertad de expresión debe tener prima facie, preeminencia, lo 
cierto es que la protección del pluralismo, de la vigencia del principio democrático y de los 
derechos fundamentales de la ciudadanía hacen que las noticias que presenten los medios 
de comunicación lo sean de manera responsable y profesional, esto es, claras, objetivas, 
precisas, ajustadas a la verdad de los hechos y sin que den lugar a interpretaciones 
equívocas. (Corte Constitucional, (24 de septiembre de 1996) Sentencia T-472 de 1996, 
[M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz).  
 
En un sentido similar en la sentencia C-575 de 2009 la Corte Constitucional advierte que existen 
limitaciones al derecho a la libertad de expresión que están reconocidas por los tratados 
internacionales. Entre ellas están “ciertas opiniones que no pueden ser expresadas como las 
xenofóbicas, la pornografía infantil y las que promueven la violencia, entre otras.” Esto tiene 
estricto fundamento en el respeto de la dignidad humana y el interés superior del menor, entre otros 
principios constitucionales.  
 
No obstante, dichos límites deben estar justificados constitucionalmente, por lo que se privilegia el 
ejercicio de la libertad de expresión. Las restricciones que se hagan a este derecho deben dirigirse 
a asegurar la convivencia con otros derechos que se encuentran constitucionalmente reconocidos, 
lo que sin duda requiere un examen constitucional y jurisprudencial estricto.  
 
Debe ser claro entonces que la libertad de expresión en sí misma es una garantía para que el 
individuo pueda expresar sus opiniones sobre cualquier tema, sin que por ello sea censurado o sufra 
algún tipo de represalia (Peralta, 2012). Ello teniendo en cuenta la autonomía de la que debe gozar 
cada ser humano, la cual se manifiesta precisamente en sus creencias, manifestaciones, 
inclinaciones políticas, sexuales, entre otras. En consecuencia, la garantía de este derecho resulta 
esencial en un Estado democrático.  
En el marco de lo anterior, es necesario enfatizar que el reconocimiento de la libertad de expresión 
como un derecho fundamental se inscribe de manera estricta en la dignidad del ser humano, en 
virtud de la cual debe permitirse que el mismo se exprese de manera libre, lo cual es fundamental 





2. Análisis de la jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre el derecho a la 
intimidad, la honra y el buen nombre. 
Los derechos a la intimidad, la honra y el buen nombre han recibido la categoría de derechos 
humanos fundamentales de acuerdo con lo dispuesto en instrumentos normativos internacionales e 
internos. El Artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos advierte que ningún 
individuo debe ser objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada en todas sus esferas. En este 
sentido el Estado debe garantizar la protección de la ley contra injerencias y ataques (Ramírez, 
2003, p.73). 
Lo anterior busca que se proteja la intimidad de cada individuo y que las divulgaciones que se 
realicen sobre estas esferas sean específicamente aquellas que el titular de esta información quiera 
hacer públicas. Así, es necesario que el Estado fije una serie de elementos normativos que permitan 
que este derecho sea protegido y se castiguen las inherencias abusivas (Bernal y Moya, 2015). Pero 
este no es el único instrumento normativo de orden internacional que consagra estos derechos.  
Así lo hace también el Pacto de Derechos Civiles y Políticos en su Artículo 17. Lo mismo señala 
la Convención Americana de Derechos Humanos en el Artículo 11, el cual destaca el derecho a la 
intimidad de todos los individuos y la protección que se debe fijar para dicho derecho. También su 
Artículo 14 hace referencia al derecho a la rectificación que tienen los individuos que han sido 
afectados por la difusión de información.   
Respecto de la importancia de la protección de derechos civiles y políticos, Piovesan (2004, p. 22) 
advierte que estos se constituyen en garantías esenciales para grupos vulnerables y minorías, ya 
que por su posición dentro de un Estado no es conveniente que se deje al arbitrio de éste la 
concesión de ciertos derechos, sino que es necesario que los mismos se consagren en instrumentos 
de orden supranacional como las convenciones y tratados.  
Dicho lo anterior es importante destacar que la Constitución Política de 1991 contempla dentro de 
su catálogo el derecho fundamental a la intimidad consagrado en el Artículo 15, y el derecho a la 
honra y el buen nombre consagrado en el Artículo 21, el cual adicionalmente impone al legislador 






Del mismo modo, el Articulo 42 de la Carta Política advierte que “La honra, la dignidad y la 
intimidad de la familia son inviolables” haciendo referencia a la familia como una esfera de la 
privacidad e intimidad de los individuos.  
Así entonces es claro que existe una protección notoria de los derechos a la intimidad, el buen 
nombre y la honra de todos los individuos, el cual tiene fundamento tanto en las disposiciones 
internacionales que tienen aplicación directa en Colombia a través de su incorporación al régimen 
nacional como ley interna y de la figura de bloque de constitucionalidad.  
Y desde luego también tienen fundamento en el ordenamiento jurídico interno el cual, desde su 
norma fundante, considera la importancia de estos derechos. En este sentido a continuación se hará 
un análisis sucinto del desarrollo jurisprudencial de los derechos mencionados anteriormente. 
2.1 Derecho a la intimidad. 
 
En primer lugar, se hará referencia al derecho a la intimidad, el cual es definido por la Corte 
Constitucional de la siguiente manera: 
 
La intimidad, el espacio exclusivo de cada uno, es aquella órbita reservada para cada 
persona y de que toda persona debe gozar, que busca el aislamiento o inmunidad del 
individuo frente a la necesaria injerencia de los demás, dada la sociabilidad natural del ser 
humano. Es el área restringida inherente a toda persona o familia, que solamente puede ser 
penetrada por extraños con el consentimiento de su titular o mediando orden dictada por 
autoridad competente, en ejercicio de sus funciones y de conformidad con la Constitución 
y la ley (Corte Constitucional, (26 de septiembre de 1996), Sentencia T-696 de 1996, [M.P 
Eduardo Cifuentes Muñoz]).  
Como es notorio, el derecho a la intimidad da protección a esta esfera del ser humano porque es un 
espacio necesario con el que debe contar cada persona para su libre desarrollo en sociedad. Como 
lo señala Bautista (2015), la intimidad es el espacio en el que no debe haber intromisión alguna ni 
por parte de otro individuo ni del Estado mismo, salvo casos excepcionales que están previstos en 





En este orden de ideas los comportamientos o conductas que son objeto de protección son por 
ejemplo las creencias religiosas, las condiciones de salud, la orientación y prácticas sexuales y todo 
comportamiento que requiera el consentimiento expreso del individuo que lo realiza para ser 
revelado.  
El contexto del derecho a la intimidad es esencial, ya que como lo expresa Castro (2016) “es 
necesario que exista un espacio íntimo en donde no intervengan ni el Estado ni particulares; un 
espacio en el que no solo tenga injerencia el titular del derecho a la intimidad” (p.129), ello en 
concordancia con las libertades y autonomía concedida a cada individuo.  
De acuerdo con lo establecido por la Corte Constitucional el derecho a la intimidad no se refiere 
única y exclusivamente a la intimidad personal, ya que en la jurisprudencia y en la Constitución se 
han definido diversos tipos de intimidad.  
 
En ese sentido, de acuerdo con la sentencia T-787 de 2004, existe la intimidad personal que 
corresponde a la protección del individuo y su derecho a expresar u ocultar los hechos que hacen 
parte de la vida íntima del ser humano y a los aspectos que son del fuero interno de cada individuo, 
como sus condiciones de vida, sus creencias y sus preferencias sexuales, entre otros. 
Por otra parte, está la intimidad familiar que hace referencia según la Corte Constitucional: 
(…) responde al secreto y a la privacidad en el núcleo familiar, una de cuyas principales 
manifestaciones es el derecho a la inmunidad penal, conforme al cual, “nadie podrá ser 
obligado a declarar contra sí mismo o contra su cónyuge, compañero permanente o 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil 
(Corte Constitucional, Sentencia C-594 de 2014). 
Esta clase de intimidad, por su parte, involucra todos aquellos comportamientos del núcleo familiar 
y las manifestaciones que se dan dentro de éste. No obstante, es importante señalar que, como lo 
advierten Ferrer & Barrios (2013, p.83), este derecho tiene limitaciones respecto de las conductas 
que afecten a los miembros de la familia, como lo es la violencia intrafamiliar, que no puede 
considerarse como un hecho íntimo teniendo en cuenta que vulnera derechos a la integridad 





En tercer lugar, la Corte Constitucional ha hecho referencia al derecho a la intimidad social que 
comprende aquellas relaciones que establece un individuo con otras personas en el ejercicio de su 
trabajo o sus pasatiempos, entre otras actividades sociales. La Corte Constitucional ha dicho que 
la intimidad social: 
 
(…) involucra las relaciones del individuo en un entorno social determinado, tales como, las 
sujeciones atenientes a los vínculos labores o públicos derivados de la interrelación de las 
personas con sus congéneres en ese preciso núcleo social, a pesar de restringirse-en estos 
casos-el alcance del derecho a la intimidad, su esfera de protección se mantiene vigente en 
aras de preservar otros derechos constitucionales concomitantes, tales como, el derecho a la 
dignidad humana (Corte Constitucional, Sentencia T-787 de 2004) 
Como es evidente, en Colombia el derecho a la intimidad ha tenido un desarrollo amplio, y no se 
restringe únicamente a los aspectos personales o familiares del individuo, sino que contempla otras 
esferas en las cuales el individuo puede interactuar de manera libre sin que pueda existir 
intromisión alguna. 
Dicho lo anterior, a continuación, se entrará a analizar el desarrollo jurisprudencial que se ha 
realizado respecto del derecho a la honra y el buen nombre.  
 
2.2. Derecho a la honra y el buen nombre. 
El derecho a la honra y el buen nombre tiene una estrecha relación con la dignidad humana y el 
respeto por aquellos derechos de los que son titulares otros individuos (Nogueira, 2007). De igual 
modo, frente a este tema se ha planteado un ámbito de protección que contempla incluso la creación 
de una serie de tipos penales cuyo bien jurídicamente tutelado es precisamente la honra y el buen 
nombre.  
 
Frente a este derecho la Corte Constitucional ha señalado que “El concepto de honra se debe 
construir desde puntos de vista valorativos, con relación a la dignidad de la persona (…)  se expresa 
en la pretensión de respeto que corresponde a cada persona por el reconocimiento de su dignidad 






En consecuencia, se tiene que la honra hace referencia a la reputación que tiene un individuo entre 
la comunidad en que vive. La honra tiene una relación intrínseca con el concepto de dignidad 
humana y tiene una incidencia notoria en la esfera psicológica del individuo y en su desarrollo 
social. Al respecto, Fuentes (2011, p. 82) indica que, al no existir una definición objetiva y unánime 
del concepto de honra, cada Estado a través de sus normas y su jurisprudencia lo desarrolla a su 
manera. En Colombia lo ha realizado la Corte Constitucional.  
Frente al alcance que tiene este derecho en el ordenamiento jurídico y la protección que requiere 
esta corporación ha señalado lo siguiente: 
El derecho a la honra guarda identidad de propósito con el derecho al buen nombre, aunque 
se distingue por su nexo con la dignidad misma de la persona. Por ende, hacen parte del 
núcleo esencial de este derecho (i) la garantía para el individuo de ser “tenido en cuenta por 
los demás miembros de la colectividad que lo conocen y le tratan.” (ii) la obligación estatal 
de proteger este derecho y, de esta forma, impedir que se menoscabe el valor intrínseco de 
los individuos frente a la sociedad y respecto de sí mismo, al igual que garantizar la adecuada 
consideración y valoración de las personas dentro de la colectividad (Corte Constitucional, 
Sentencia C-472 de 2016).  
En esta medida es notorio que el derecho a la honra busca proteger al individuo de difamaciones 
e imputaciones deshonrosas. Estos actos han sido incorporados como delitos en el ordenamiento 
penal colombiano, con lo que se busca disuadir a los individuos de atribuir hechos falsos a una 
persona. 
Ahora bien, es necesario entrar a evaluar cómo los derechos al buen nombre y a la honra pueden 
entrar en colisión con el derecho a la libertad de expresión.  
 
3. Colisión entre el derecho a la libertad de expresión y el derecho a la honra por 
opiniones difundidas en redes sociales.   
Es común que se presente una colisión entre el derecho a la libre expresión y el derecho a la 





de las redes sociales debido a que tienen un alcance mucho más amplio y la difusión de sus 
contenidos es más rápida.  
 
Las opiniones o la información que se difundan sobre un individuo pueden generarle 
incomodidad sin que necesariamente signifiquen una vulneración a su derecho a la intimidad, 
la honra y el buen nombre (Erazo & Valdivieso, 2018, p. 8).  
Por ello es claro que, si bien existen limitaciones a la libertad de expresión, las mismas deben 
estar de acuerdo con lo dispuesto en la Constitución y deben ser evaluadas en el caso concreto. 
Frente a esta situación la Corte Constitucional ha señalado que “el juez constitucional debe 
aplicar el método de ponderación para evitar el sacrificio desproporcionado de la libertad de 
expresión cuando ésta entre en conflicto con otros derechos fundamentales” (Corte 
Constitucional, (22 de mayo de 2007), Sentencia T-391 de 2007, [M.P Manuel Jose Cepeda 
Espinosa). En este sentido, no es aceptable que exista censura de todas las opiniones o la 
información que se hagan públicas sobre un individuo, sino que habrá que evaluar en cada caso 
si la información realmente vulnera derechos fundamentales.  
No existe duda que la utilización de las redes sociales genera un nuevo escenario en el caso de 
difusión de información u opiniones sobre un individuo, teniendo en cuenta que su alcance es 
mayor al que pueden tener las opiniones difundidas por otros medios de comunicación. 
El avance de las tecnologías de la información no puede crear un campo en el que existan vacíos 
legales que lleguen a afectar derechos fundamentales de los individuos. En ese sentido, Upegui 
(2010, p.167) ha señalado que el desarrollo de la tecnología y las redes sociales exige al Estado 
y sus instituciones un avance normativo que asegure su buen uso y funcionamiento, y que 
garantice los derechos de los usuarios, teniendo en cuenta que las nuevas tecnologías generan 
nuevas formas de interacción y comunicación entre los individuos.  
La Corte Constitucional ha advertido que la libertad de expresión es un derecho que se goza en 
el ámbito de la tecnología, esto es en el Internet y las redes sociales, y es aplicable en este ámbito 
en las mismas condiciones que se ha reconocido en otros medios de comunicación. De igual 
manera, se deja claridad que las restricciones que se impongan a la libertad de expresión en este 





internacionales (Corte Constitucional, (10 de febrero de 2016), Sentencia T-050 de 2016, [M.P 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo).  
De igual manera esta corporación ha mencionado que se sostiene que la libertad de expresión en el 
Internet debe estar sujeto a los límites que han sido fijados a nivel jurisprudencial en casos 
anteriores: 
 
(…) lo publicado en redes sociales está amparado por la libertad de expresión, pero también 
está sujeto a los límites que antes se mencionaron, implicando que las manifestaciones 
difamatorias, groseras e insultantes, entre otras, no se encuentran bajo la protección señalada 
en el artículo 20 de la Carta, ni por los instrumentos internacionales que la consagran. 
También, como se observó, el amparo de dicha garantía y sus respectivos límites, se aplica a 
internet y las redes sociales de la misma manera que a los demás medios de comunicación 
(Corte Constitucional, Sentencia T-050 de 2016).  
 
Así entonces, resulta claro que existe una serie de limitaciones del derecho a la libertad de expresión 
en internet y redes sociales, que en todo caso están justificadas precisamente en el respeto de los 
derechos fundamentales a la intimidad, la honra y al buen nombre de los individuos.  
Las opiniones de carácter insultante sean estas injurias o calumnias, no están dentro de la protección 
constitucional al derecho a la libertad de expresión ya que sobrepasan sus límites (Páez, 2013). En 
estos casos no se está generando una colisión de derechos, ya que notoriamente se está vulnerado 
el derecho a la intimidad, la honra y el buen nombre sin justificación alguna.  
Sobre esto la Corte Constitucional advierte que el derecho a la libertad de expresión y la libertad 
de información están sometidos al principio de veracidad, hace referencia a que la información que 
se está dando resulte verificable, es decir tenga algún tipo de respaldo o sustento. En ese sentido, 
se exige un grado de responsabilidad de la persona que está expresando o aseverando un hecho 
factico. Señala entonces la Corte Constitucional que para verificar el cumplimiento del principio 
de veracidad el juez debe identificar si se realizaron acciones tendientes a verificar la informacion, 
o por el contrario si se actuó de manera maliciosa o con el fin de causar un daño (Corte 






En el caso estudiado en esta sentencia la Corte Constitucional observó que “la mayoría de la 
información comunicada por el concejal Guerra Hoyos, no cuenta con el respectivo sustento ni 
en los medios de comunicación nacionales, ni en los extranjeros.” Lo dicho por el concejal 
induce al error a quienes sean receptores de esta información ya que se incluyen una serie de 
hechos que difieren de la realidad. Este se convierte en un ejercicio irresponsable del derecho a 
la libertad de expresión por parte del concejal Guerra, quien no realizó la verificación de la 
información suministrada. En consecuencia, la Corte concluye que en este caso se afectaron los 
derechos al buen nombre y a la honra de las señoras Carmen y Marilsa Torres.  
En la Sentencia T-117 de 2018 la Corte Constitucional hace también un estudio juicioso frente 
a la colisión de la libertad de expresión con los derechos al buen nombre y la honra 
concretamente en el marco de la utilización de redes sociales y blogs de internet.  
 
En este caso la señora Gloria Patricia Mayorga Ariza quien en dicho momento ocupaba el cargo 
de Juez en el municipio de Sesquilé interpone acción de tutela en contra de Aldemar Solano 
Peña. Mayorga afirma que Solano realizó unas publicaciones en un blog digital y en su página 
de Facebook en las que incluyó una serie de afirmaciones en contra de la accionante, entre ellas 
que él había sido víctima de hechos de acoso laboral y matoneo por parte Mayorga. 
Considera en este caso concreto la Corte Constitucional que: 
Este derecho puede ser vulnerado tanto por autoridades públicas como por particulares, lo 
cual ocurre cuando se divulga información falsa o errónea, o se utilizan expresiones ofensivas 
o injuriosas, lo que conlleva a que la reputación o el concepto que se tiene de la persona se 
distorsionen, afectando también su dignidad humana (Corte Constitucional, Sentencia T-117 
de 2018). 
En este caso concreto, además de la información divulgada sobre la Juez de Sesquilé, se 
adjuntaron también unas fotografías de ella. Por esta razón en este caso está el derecho a la 
imagen, sobre el cual en esta sentencia se advierte que “la protección a la imagen también se 
aplica a las redes sociales incluyendo el restablecimiento del derecho cuando se está haciendo 
uso indebido de ella, se publica sin autorización del titular o la posibilidad de excluirla de la 





Además, en esta sentencia que la Corte Constitucional reitera que las redes sociales no pueden 
ser un espacio para que se vulneren los derechos al buen nombre, la honra y a la imagen a través 
de publicaciones sin fundamento: 
Se colige que si bien redes sociales como Facebook implican un mayor riesgo de 
vulnerabilidad de derechos fundamentales al buen nombre, a la intimidad y a la imagen, no 
quiere decir que el uso de dichas plataformas implique una cesión de tales garantías y, en 
consecuencia, la libre y arbitraria utilización de los datos, ya sea videos, fotos y estados, entre 
otras (sic), ni tampoco la publicación de cualquier tipo de mensaje, dado que, como se ha 
venido reiterando, la protección y límites de la libertad de expresión por medios de alto 
impacto también aplican a medios virtuales (Corte Constitucional, Sentencia T-117 de 2018).  
En esta medida debe ser claro que las publicaciones que hagan referencia a hechos o conductas 
atribuibles a otra persona no siempre están protegidas por el derecho a la libre expresión (Manzo, 
2018), es decir existen algunos limites que deben ser respetados incluso en el caso de la 
utilización de redes sociales.  
Es importante que la jurisprudencia del máximo tribunal constitucional de Colombia se ocupe 
estos temas, teniendo en cuenta que el avance en las tecnologías de la información no puede 
suponer un campo en el cual se evidencien vacíos legales que puedan llegar a afectar derechos 
fundamentales de los individuos.  
4. Casos de opiniones sobre funcionarios públicos. 
Ahora centremos la atención en el caso de las opiniones o la información que se difunde sobre 
servidores públicos en internet y redes sociales. Los funcionarios tienen un grado de exposición 
social mayor que otro individuo, precisamente por el rol que ejercen en la sociedad.  
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que el umbral de protección de los 
servidores públicos frente a las opiniones y las críticas es diferente debido a las funciones que 
desempeñan en un Estado, las cuales son de interés público y afectan a toda la comunidad. Al 
respecto en el Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay la Corte IDH señala que, en el caso de los 
servidores públicos, y la naturaleza de sus funciones el umbral de protección frente a las 





estas personas están sometidas al escrutinio público, esto circunscrito claramente a las funciones 
que desempeña como funcionario público, más no sobre su vida privada (Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay, 2004).  
En estos casos la libertad de expresión debe primar sobre los derechos a la intimidad, honra y 
buen nombre de este, excepto cuando lo dicho trasgreda aquellas opiniones o críticas que se 
encuentran protegidas por el derecho a la libertad de expresión. 
La Corte Constitucional señala que los servidores públicos están expuestos a que se cuestione 
el desempeño de sus funciones públicas, y que esas opiniones o críticas están protegidas por el 
derecho fundamental que tienen todos los individuos a la libre expresión. Esta situación de 
hecho contribuye al efectivo funcionamiento de las instituciones públicas y, aunque pueda ser 
considerada como ofensiva por el servidor público y su núcleo familiar y social cercano, no 
constituye una vulneración al derecho a la intimidad, la honra o el buen nombre (Corte 
Constitucional, (4 de abril de 2019), Sentencia T-155 de 2019, [M.P Diana Fajardo Rivera).  
Otro caso sobre la colisión entre el derecho a la libertad de expresión y el derecho a la honra de 
personajes públicos que se puede considerar es el de las afirmaciones que ha hecho el Senador 
Gustavo Bolívar en la red social Twitter sobre el hasta hace poco también Senador Álvaro Uribe 
Vélez. En uno de ellos Bolívar afirma que Uribe está involucrado en la creación de “fosas repletas 
de jóvenes inocentes”.  Sobre estos tweets el Tribunal Administrativo de Cundinamarca advierte: 
Las expresiones contenidas en las publicaciones citadas, si bien en principio se podrían 
amparar en la libertad de expresión, no es menos cierto que son manifestaciones que 
desbordan la protección otorgada al referido derecho fundamental, toda vez, que no se 
respetaron los derechos fundamentales al buen nombre y a la honra del señor Uribe Vélez, 
puesto que, se excedió el límite de razonabilidad al hacer afirmaciones que deben ser 
conocidas y tramitadas por la autoridad judicial competente; por lo tanto, hasta que ello no 
ocurra no es posible imputar al demandante hechos u acciones de las cuales no existe certeza 
(Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sentencia 2020-00016 de 2020).  
Ahora bien, la tutela menciona concretamente doce publicaciones o tweets, pero el juez consideró 





Vélez. Estos dos tweets contienen información que no tiene sustento de tipo legal, no siguen el 
principio de veracidad e imputan una serie de hechos delictivos por los cuales no existe una 
condena o investigación.  
Frente a los diez tweets restantes se observa que los mismos no vulneran los derechos del exsenador 
por cuanto únicamente expresan puntos de vista, opiniones o percepciones sobre hechos acaecidos.  
Así lo afirma el Tribunal: 
Así las cosas, en la mayoría de los trinos esbozados por el demandante, sin lugar a dudas se 
observa que son controversias propias de dos adversarios políticos, con posiciones 
ideológicas totalmente opuestas, de gran reconocimiento público y aceptación por sus 
seguidores, que no solamente pueden ventilar esas diferencias en el escenario natural como 
es el Congreso de la República sino a través de una red social como Twitter (Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, Sentencia 2020-00016 de 2020). 
 
Es claro entonces que la libertad de expresión no es absoluta en el marco de las redes sociales, y 
que en éstas se debe atender a los principios de veracidad y razonabilidad, de tal manera que no se 
le puede hacer daño a una persona, como en efecto sucede en aquellos casos en los que se le imputa 
la comisión de una conducta punible sin que existan pruebas de ello o un fallo de autoridad 
competente.  
Por otra parte, en la sentencia T-244/18 la Corte Constitucional hace un análisis de la tutela 
interpuesta por el entonces alcalde de Bogotá Enrique Peñalosa en contra del concejal Manuel 
Sarmiento. Peñalosa considera que se vulneraron sus derechos a la honra y buen nombre debido a 
las afirmaciones que realizó Sarmiento en una sesión del Concejo de Bogotá en la que manifestó 
que al alcalde le pagaban una suma de dinero por vender buses, y que su interés en los proyectos 
de TransMilenio tenían un fin netamente económico. Dichas afirmaciones fueron también 
publicadas en la red social Twitter.  
El juez de primera instancia negó la protección de los derechos del accionante al considerar que no 
se acreditó su vulneración. Esta decisión fue objeto de revisión y de nuevo se negó la protección 
porque se consideró que dichas afirmaciones fueron expuestas en el marco de un debate político 





democracia a partir de la confluencia y yuxtaposición de diversos actores y líneas de pensamiento” 
(Corte Constitucional, Sentencia T-244 de 2018).  
La Corte Constitucional agrega que en este caso concreto se observa la manifestación de una 
opinión del concejal Manuel Sarmiento que, se da en el ámbito del control político y la 
discusión sobre un plan de movilidad en la ciudad de Bogotá, respecto del cual el concejal está 
en contra.  
En razón de lo anterior, y al hacer unas afirmaciones genéricas sobre la actuación del Alcalde , 
no podría limitarse la libertad de expresión del concejal en la medida en que cuando la libertad 
de expresión “se ejerce en pro del interés público tiene límites menos rigurosos y merece mayor 
deferencia por el margen de apertura de un debate amplio y reflexivo frente a las opiniones 
como actos de control del poder público predicables de la democracia constitucional” (Corte 
Constitucional, (26 de junio de 2018), Sentencia T-244 de 2018, [M.P José Fernando Reyes 
Cuartas]).  
Esto hubiese sido diferente si el concejal hubiera manifestado que dentro del proceso de 
contratación de TransMilenio por la Carrera Séptima el alcalde Peñalosa iba a recibir algún 
tipo de remuneración por parte de las empresas adjudicatarias del contrato. Esta acusación 
podría haber sido considerada como una calumnia que afecta el derecho al buen nombre y la 
honra, y no estaría enmarcada en un contexto de veracidad.  
 
No obstante, la sola opinión que expresó el concejal Sarmiento no es suficiente para que se 
configure una vulneración de estos derechos, en la medida en que, por su ejercicio profesional, 
los gobernantes están sometidos al debate y a la oposición, y en todo caso la misma debe ser 




Como se evidenció a lo largo del artículo de investigación las limitaciones validas al derecho de 
libertad de expresión y de información es una excepción que debe estar plenamente justificada de 
acuerdo con los parámetros establecidos mediante normas internacionales, indagando sobre su 





No obstante, lo anterior, debe ser claro que por el rol que el servidor público desempeña en la 
sociedad y por la naturaleza de sus funciones, no puede considerarse toda opinión de un ciudadano 
como una transgresión de sus derechos al buen nombre y la honra, ya que por su posición este esta 
sujeto a la veeduría de todos los miembros de la sociedad sin que ello implique que se esta 
invadiendo su esfera privada.  
 
Precisamente para poder realizar una ponderación de derechos adecuada, la Corte Constitucional 
ha señalado una serie de parámetros que debe seguir el juez constitucional a fin de evaluar si 
prevalece en el caso concreto el derecho a la libre expresión e información, o si por el contrario el 
mismo estaba sujeto a algún tipo de restricción que al ignorarse genero una vulneración de los 
derechos al buen nombre y a la intimidad del servidor público.  
 
En ese sentido advierte esta corporación que es de estricta necesidad que se evalúen cinco aspectos 
concretos que son: la persona que está comunicando o expresando la opinión del servidor público, 
en segundo lugar deberá analizarse con rigor sobre quien se está refiriendo el mensaje, la opinión 
o la expresión, en este caso concreto es de cual servidor público se está hablando, como tercer 
elemento indispensable en la ponderación de derechos a realizar esta el público objetivo a quien se 
dirigió el mensaje, en cuarto lugar debe hacer estricta observancia de la forma en la cual se profirió 
el mensaje y la opinión y, por último, se debe validar el medio utilizado para dicha difusión, solo 
a partir de este análisis se podrá establecer el umbral de protección del funcionario público que 
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